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Circular de noticias fiscales del 04 al 08 de diciembre de 
2023. 
 
Diario Oficial de la Federación. 
 
SECRETARÍA DEL TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL Y EL 
CONGRESO DE LA UNIÓN. 
 
El 04 de diciembre, se publica reforma  los artículos 513, en 
su párrafo y la Tabla de Enfermedades de Trabajo; 514, y 
515, y se adicionan los párrafos segundo y tercero y la 
Tabla para la Valuación de Incapacidades Permanentes 
Resultantes de los Riesgos de Trabajo al artículo 513 de la 
Ley Federal del Trabajo, el cual entra en vigor al día 
siguiente de su publicación. 
 
Fuente: 
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5710
347&fecha=04/12/2023#gsc.tab=0 
 
SECRETARÍA DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICA. 
 
El pasado 05 de diciembre de 2023 se publicó acuerdo 
168/2023 en el que se da a conocer el calendario mensual 
del pronóstico de los ingresos contenidos en el artículo 1o. 
de la Ley de Ingresos de la Federación para el Ejercicio 
Fiscal de 2024 y la metodología utilizada para realizar dicho 
pronóstico. 
 
Fuente: 
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5710
349&fecha=05/12/2023#gsc.tab=0 
  
 

NEWSLETTER 
Circular Noticias Fiscales 

OFICINAS VISSION FIRM 
 

Cd. de México. 
lcamara@vissionfirm.com  

Monterrey, N.L. 
contacto@vissionfirm.com 

 

 

Celaya, Gto. 
rgomez@ vissionfirm.com 

 

 

Puebla, Pue. 
rgarcia@ vissionfirm.com 

Guadalajara, Jal. 
mcamposllera@vissionfirm.com 

 

 

León, Gto. 
fpriego@vissionfirm.com 

 

 

Veracruz, Ver. 
fcruz@vissionfirm.com 

 

 

Xalapa, Ver. 
contacto@vissionfirm.com 

 

Contacto: 

contactofiscal@vissionfirm.com 

http://www.vissionfirm.com/
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5710347&fecha=04/12/2023#gsc.tab=0
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5710347&fecha=04/12/2023#gsc.tab=0
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5710349&fecha=05/12/2023#gsc.tab=0
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5710349&fecha=05/12/2023#gsc.tab=0
mailto:lcamara@vissionfirm.com
mailto:errey@vissionfirm.com
mailto:mcamposllera@vissionfirm.com
mailto:fpriego@vissionfirm.com
mailto:fcruz@vissionfirm.com
mailto:contacto@vissionfirm.com


2 
 

 

SECRETARÍA DE HACIENDA PÚBLICA. 

Se publica el 05 de diciembre de 2023, Novena Resolución de Modificaciones a la Resolución 
Miscelánea Fiscal para 2023 y Anexo 1-A, en la que se establecen los procedimientos y formatos para 
aplicar las disposiciones de beneficios fiscales del Decreto por el que se fomenta la inversión de los 

contribuyentes que realicen actividades económicas productivas al interior de los Polos de Desarrollo para 
el Bienestar del istmo de Tehuantepec, publicado en el DOF el 05 de junio de 2023, Decreto por el que se 
otorgan estímulos fiscales a sectores clave de la industria exportadora consistentes en la deducción inmediata 
de la inversión en bienes nuevos de activo fijo y la deducción adicional de gastos de capacitación, publicado 
en el DOF el 11 de octubre de 2023 y el Decreto por el que se otorgan diversos beneficios fiscales a los 
contribuyentes de las zonas afectadas que se indican por lluvias severas y vientos fuertes durante el 24 de 
octubre de 2023, publicado en el DOF el 30 de octubre de 2023. 

Fuente: https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5710350&fecha=05/12/2023#gsc.tab=0 

 

Criterios Poder Judicial de la Federación. 

Registro digital: 2027791 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Administrativa, Constitucional 

Tesis: 1a./J. 206/2023 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

DEDUCCIÓN DE CRÉDITOS ANTE SU IMPOSIBILIDAD PRÁCTICA DE COBRO. SU REGULACIÓN RESPETA 
EL PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA. 

Hechos: A partir del 1o. de enero de 2022, el artículo 27, fracción XV, inciso b), de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta dispone como requisito para deducir créditos incobrables superiores a treinta mil 
unidades de inversión con una notoria imposibilidad práctica de cobro, el obtener una resolución 
definitiva emitida por la autoridad competente con la que se demuestre haber agotado las gestiones 
de cobro o, en su caso, que fue imposible la ejecución de la resolución favorable. Con motivo de esa 
reforma, una empresa promovió un juicio de amparo indirecto en el que planteó que la nueva norma 
afecta el principio de seguridad jurídica al no definirse con claridad cuál es la resolución definitiva 
emitida por autoridad competente para poder deducir el crédito incobrable. Un Juzgado de Distrito 
resolvió el juicio como improcedente por falta de afectación a la empresa. Un Tribunal Colegiado 
superó el aspecto de procedencia y remitió el asunto a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

Criterio jurídico: El concepto contenido en la Ley del Impuesto sobre la Renta, relativo a la obtención 
de una resolución definitiva emitida por la autoridad competente con la que se demuestre haber 
agotado las gestiones de cobro o, en su caso, que fue imposible la ejecución de la resolución favorable, 
está íntimamente vinculado con los principios de veracidad y demostrabilidad razonables que rigen a 
las deducciones, pues permite a las personas contribuyentes saber a qué atenerse, por lo que respeta 
el principio de seguridad jurídica. 

Justificación: El artículo 27, fracción XV, inciso b), de la Ley del Impuesto sobre la Renta, vigente a partir 
de 2022, permite la deducción de créditos superiores a treinta mil unidades de inversión al consumarse 
el plazo de su prescripción y la alternativa para una deducción anterior a ese hecho se encuentra en 
que se clasifique con una notoria imposibilidad práctica de cobro, en la que se requiere que la persona 
contribuyente obtenga una "resolución definitiva emitida por la autoridad competente, con la que 

https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5710350&fecha=05/12/2023#gsc.tab=0


3 
 

demuestre haber agotado las gestiones de cobro o, en su caso, que fue imposible la ejecución de la 
resolución favorable". Tal concepto está íntimamente vinculado con el principio de veracidad y 
demostrabilidad razonable, sin que se deje en manos de la autoridad fiscal determinar la base del 
impuesto, pues para la procedencia de la deducción, tanto el contribuyente como la autoridad, cada 
uno en su momento, deberán atender de manera conjunta, razonable y congruente a las operaciones, 
razones y circunstancias de la incobrabilidad del crédito por haberse agotado prácticamente todos los 
medios ordinarios y legales para su cobro, sin haberse obtenido. 

PRIMERA SALA. 

Amparo en revisión 684/2022. 19 de abril de 2023. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto concurrente, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: 
Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Secretario: Javier Alexandro González Rodríguez. 

Tesis de jurisprudencia 206/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veintinueve de noviembre de dos mil veintitrés. 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 
 
Registro digital: 2027792 
Instancia: Primera Sala 
Undécima Época 
Materias(s): Administrativa, Constitucional 
Tesis: 1a./J. 207/2023 (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Jurisprudencia 
 
DEDUCCIÓN DE CRÉDITOS ANTE SU IMPOSIBILIDAD PRÁCTICA DE COBRO. SU REGULACIÓN 
RESPETA LOS PRINCIPIOS DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA, PROGRESIVIDAD E 
IRRETROACTIVIDAD. 
 
Hechos: A partir del 1o. de enero de 2022, el artículo 27, fracción XV, inciso b), de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta dispone como requisito para deducir créditos incobrables superiores a treinta mil 
unidades de inversión con una notoria imposibilidad práctica de cobro, el obtener una resolución 
definitiva emitida por la autoridad competente con la que se demuestre haber agotado las gestiones 
de cobro o, en su caso, que fue imposible la ejecución de la resolución favorable. Con motivo de esa 
reforma, una empresa promovió un juicio de amparo indirecto en el que planteó que la nueva norma 
afecta el principio de proporcionalidad tributaria porque le impide realizar la deducción de las 
pérdidas por créditos incobrables. Asimismo, la empresa planteó que la nueva norma afecta el 
principio de irretroactividad de las leyes porque afecta la deducibilidad de los créditos que ya tenían 
la calidad de notoriamente incobrables, además de afectar el principio de progresividad porque la 
ley introdujo mayores requisitos para una deducción. Un Juzgado de Distrito resolvió el juicio como 
improcedente por falta de afectación a la empresa. Un Tribunal Colegiado superó el aspecto de 
procedencia y remitió el asunto a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
 
Criterio jurídico: La condicionante para la deducción de créditos superiores a treinta mil unidades 
de inversión con una notoria imposibilidad práctica de cobro, relativa a que la persona 
contribuyente obtenga una resolución definitiva emitida por la autoridad competente con la que se 
demuestre haber agotado las gestiones de cobro o, en su caso, que fue imposible la ejecución de la 
resolución favorable, respeta los principios de proporcionalidad tributaria, progresividad e 
irretroactividad de la ley. 
 
Justificación: El artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 



4 
 

obliga a contribuir al gasto público de manera proporcional y equitativa. El establecimiento de 
medidas de control y, en su caso, la prohibición de deducciones constituyen condiciones necesarias 
para lograr la buscada proporcionalidad de la obligación tributaria. Si se permitiera deducir los 
créditos superiores a treinta mil unidades de inversión con una alegada imposibilidad práctica de 
cobro sin sujetarse a la veracidad y demostración razonable de la operación, daría lugar a que el 
contribuyente pagara un impuesto sobre la renta de forma irreal y lejos de su verdadera capacidad 
contributiva, al deducir conceptos que no corresponden exactamente a su capacidad de aportación. 
Además, la regulación contenida en el artículo 27, fracción XV, inciso b), de la Ley del Impuesto sobre 
la Renta no desconoce el derecho de las contribuyentes personas morales a deducir créditos 
ubicados en una imposibilidad práctica de cobro antes del 1o. de enero de 2022 y, por ende, no es 
regresiva ni viola el principio de irretroactividad de la ley reconocido en el artículo 14 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Las nuevas disposiciones tributarias sólo 
inciden un elemento variable de la deducción que no es un derecho adquirido del contribuyente, de 
forma que su modificación no irrumpe con el principio de progresividad porque el legislador cuenta 
con libertad configurativa para modificar los requisitos de procedencia de la deducción de acuerdo 
con los principios de veracidad y demostrabilidad razonables. El precepto reclamado, en su 
redacción anterior, ya requería un mínimo de demostración, que es el aspecto modificado para 
requerir mayores pruebas. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 684/2022. 19 de abril de 2023. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto concurrente en el que se separa de algunas consideraciones 
contenidas en la presente tesis, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: Ministra Ana 
Margarita Ríos Farjat. Secretario: Javier Alexandro González Rodríguez. 
 
Tesis de jurisprudencia 207/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada de veintinueve de noviembre de dos mil veintitrés. 
 
Suprema Corte de Justicia de la Nación 
 
Registro digital: 2027793 
Instancia: Primera Sala 
Undécima Época 
Materias(s): Administrativa, Constitucional 
Tesis: 1a./J. 204/2023 (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Jurisprudencia 
 
DEDUCCIÓN DE CRÉDITOS ANTE SU IMPOSIBILIDAD PRÁCTICA DE COBRO. SU REGULACIÓN 
SUPERA EL EXAMEN DE RAZONABILIDAD. 
 
Hechos: A partir del 1o. de enero de 2022, el artículo 27, fracción XV, inciso b), de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta dispone como requisito para deducir créditos incobrables superiores a treinta mil 
unidades de inversión con una notoria imposibilidad práctica de cobro, el obtener una resolución 
definitiva emitida por la autoridad competente con la que se demuestre haber agotado las gestiones 
de cobro o, en su caso, que fue imposible la ejecución de la resolución favorable. Con motivo de esa 
reforma, una empresa promovió un juicio de amparo indirecto que un Juzgado de Distrito resolvió 
como improcedente por falta de afectación a la empresa. Un Tribunal Colegiado superó el aspecto 
de procedencia y remitió el asunto a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
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Criterio jurídico: La condicionante para la deducción de créditos superiores a treinta mil unidades 
de inversión con una notoria imposibilidad práctica de cobro, relativa a que la persona 
contribuyente obtenga una resolución definitiva emitida por la autoridad competente con la que se 
demuestre haber agotado las gestiones de cobro o, en su caso, que fue imposible la ejecución de la 
resolución favorable, supera el examen de razonabilidad. 
 
Justificación: Lo anterior es así, ya que la medida persigue una finalidad legítima, apegada a los 
principios de justicia fiscal contenidos en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, que consiste en desincentivar el uso de la deducción de créditos 
incobrables a partir de apreciaciones subjetivas de las personas contribuyentes y requerir una 
demostración razonable de que no sólo iniciaron el procedimiento judicial o arbitral, sino que a 
pesar de su esfuerzo no lograron recuperar la deuda que se tornó entonces en un crédito incobrable. 
La norma es racional y adecuada porque existe relación entre el medio utilizado, que es requerir la 
demostración razonable, y el fin pretendido que es mantener una base gravable que atienda a la 
verdadera capacidad contributiva para que el pago de los impuestos resulte acorde con los 
principios de justicia fiscal. Asimismo, la medida es proporcional en sentido estricto porque la 
restricción no es absoluta, sino que se encuentra modulada y evidentemente lo que busca es 
desincentivar que la deducción se realice a partir de la apreciación subjetiva de la persona 
contribuyente en torno a que el crédito es incobrable, y propiciar que no sólo se presente la 
demanda o inicie el procedimiento arbitral, sino que continúe con la secuela procesal y a pesar de 
los esfuerzos no se logre el cobro, lo que torne hasta entonces al crédito con la calidad de incobrable. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 684/2022. 19 de abril de 2023. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto concurrente, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: 
Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Secretario: Javier Alexandro González Rodríguez. 
 
Tesis de jurisprudencia 204/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada de veintinueve de noviembre de dos mil veintitrés. 
 
 
Registro digital: 2027794 
Instancia: Primera Sala 
Undécima Época 
Materias(s): Administrativa, Constitucional 
Tesis: 1a./J. 208/2023 (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Jurisprudencia 
 
DEDUCCIÓN DE INTERESES. LA LIMITACIÓN PREVISTA EN LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA 
RESPECTO A LOS QUE EXCEDAN DE VEINTE MILLONES DE PESOS Y DEL TREINTA POR CIENTO DE LA 
UTILIDAD FISCAL AJUSTADA, RESPETA EL PRINCIPIO DE IRRETROACTIVIDAD DE LEYES. 
 
Hechos: Una empresa contrató financiamiento por el que paga intereses. A partir del primero de 
enero de dos mil veinte, el artículo 28, fracción XXXII, de la Ley del Impuesto sobre la Renta establece 
que no son deducibles los intereses netos del ejercicio que excedan del monto que resulte de 
multiplicar la utilidad fiscal ajustada por el 30 %. Con motivo de ello, la empresa promovió un juicio 
de amparo indirecto en el que argumentó que esa restricción de deducción de intereses es 



6 
 

inconstitucional por transgredir el principio de irretroactividad de leyes al considerar que le afectaría 
la deducibilidad de intereses devengados antes de la reforma. La persona Juzgadora de Distrito negó 
el amparo y la empresa interpuso un recurso de revisión que un Tribunal Colegiado de Circuito 
remitió a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
 
Criterio jurídico: La disposición contenida en el artículo 28, fracción XXXII, de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta, vigente a partir del primero de enero de dos mil veinte, relativa a limitar la deducción 
de intereses que excedan de veinte millones de pesos y del monto que resulte de multiplicar la 
utilidad fiscal ajustada por el treinta por ciento, no transgrede el principio de irretroactividad de 
leyes, porque no afectó el derecho a deducir intereses devengados con anterioridad a su entrada en 
vigor, sino que el marco normativo novedoso proyecta sus efectos hacia el futuro sin afectar los 
intereses devengados antes de su vigencia. 
 
Justificación: El precepto reclamado no viola el principio de irretroactividad de la ley reconocido en 
el artículo 14 de la Constitución Política del país, ya que no se afectó el derecho de los contribuyentes 
a deducir los intereses devengados antes de la entrada en vigor de la norma reclamada, ni tampoco 
se prohibió de manera absoluta la deducción de intereses. Las nuevas disposiciones tributarias sólo 
inciden en elementos variables de la deducción, como son los montos máximos a deducir. El Poder 
Legislativo cuenta con atribuciones para modificar en cualquier momento el aspecto formal 
consistente en el conjunto de condiciones sobre el monto deducible. 
Adicionalmente, debe considerarse que no existen derechos adquiridos por parte del contribuyente 
en relación con los aspectos formales de la deducción, pues no hay disposición constitucional o legal 
que limite la facultad del legislador ordinario de modificar los requisitos y límites de procedencia de 
la deducción, sin que la posibilidad de deducir los intereses con anterioridad a la vigencia de la 
norma reclamada implique un beneficio o privilegio ilimitado y permanente. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 450/2021. Vallarta Internacional, S.A. de C.V. 7 de septiembre de 2022. Cinco 
votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, y de los Ministros 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
concurrente, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministra Presidenta Ana Margarita Ríos 
Farjat. Secretarios: Juan Jaime González Varas y Javier Alexandro González Rodríguez. 
 
Tesis de jurisprudencia 208/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada de veintinueve de noviembre de dos mil veintitrés. 
 
Registro digital: 2027795 
Instancia: Primera Sala 
Undécima Época 
Materias(s): Administrativa, Constitucional 
Tesis: 1a./J. 205/2023 (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Jurisprudencia 
 
DEDUCCIONES FISCALES. METODOLOGÍA PARA EL EXAMEN DE LA RAZONABILIDAD DE SUS 
REGULACIONES ESTABLECIDAS EN LA LEY. 
 
Hechos: La Ley del Impuesto sobre la Renta vigente hasta el 31 de diciembre de 2021 disponía la 
procedencia de la deducción de los créditos incobrables ante su prescripción o, bien, ante su 
imposibilidad práctica de cobro, que en créditos superiores a treinta mil unidades de inversión, se 
acreditaba con la sola presentación de la demanda ante la autoridad judicial o el inicio del 
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procedimiento arbitral. A partir del 1o. de enero de 2022, el artículo 27, fracción XV, inciso b), de la 
Ley del Impuesto sobre la Renta dispone como requisito para deducir créditos incobrables 
superiores a treinta mil unidades de inversión con una notoria imposibilidad práctica de cobro, el 
obtener una resolución definitiva emitida por la autoridad competente, con la que se demuestre 
haber agotado las gestiones de cobro o, en su caso, que fue imposible la ejecución de la resolución 
favorable. Con motivo de esa reforma, una empresa promovió un juicio de amparo indirecto que un 
Juzgado de Distrito resolvió como improcedente por falta de afectación a la empresa. Un Tribunal 
Colegiado superó el aspecto de procedencia y remitió el asunto a esta Suprema Corte de Justicia de 
la Nación. 
 
Criterio jurídico: El estudio de las regulaciones a las deducciones implica el análisis entre las 
finalidades que persigue el sistema tributario a través de las normas que lo delimitan y los derechos 
de las personas contribuyentes, por lo que es factible el uso del examen de razonabilidad a partir de 
tres pasos: I. Determinar si la finalidad es legítima, objetiva y constitucionalmente correcta; II. 
Examinar la razonabilidad de la medida, esto es, que exista una relación de índole instrumental entre 
los medios utilizados y el fin pretendido; III. Valorar que se cumpla con una relación proporcional 
entre los medios y los fines con el objeto de determinar si en aras de un propósito válido no se 
afectan de manera innecesaria o excesiva otros bienes o derechos. 
 
Justificación: Con motivo del principio de separación de poderes, el legislador cuenta con libertad 
configurativa del sistema tributario sustantivo y adjetivo, por lo que la intensidad del escrutinio 
constitucional es flexible o laxo cuando se examina la modulación impuesta para la procedencia de 
deducciones fiscales. La intensidad de su control se limita a verificar que la intervención legislativa 
persiga una finalidad objetiva y constitucionalmente válida, así como corroborar que el medio 
elegido tenga correspondencia con el fin perseguido sin que afecte desproporcionadamente el 
derecho a contribuir acorde con los principios de justicia fiscal contenidos en el artículo 31, fracción 
IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 684/2022. 19 de abril de 2023. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto concurrente, y de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: 
Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Secretario: Javier Alexandro González Rodríguez. 
 
Tesis de jurisprudencia 205/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada de veintinueve de noviembre de dos mil veintitrés. 
 
Registro digital: 2027797 
Instancia: Primera Sala 
Undécima Época 
Materias(s): Administrativa, Penal 
Tesis: 1a./J. 187/2023 (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Jurisprudencia 
 
DELITO DE DEFRAUDACIÓN FISCAL. LA SECRETARÍA DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO TIENE 
CINCO AÑOS PARA EMITIR EL DICTAMEN TÉCNICO CONTABLE, QUE ES UN REQUISITO PARA 
FORMULAR LA QUERELLA. 
 
Hechos: El Ministerio Público de la Federación ejerció acción penal contra los socios administradores 



8 
 

de una persona moral por su probable responsabilidad en el delito de defraudación fiscal previsto 
en el artículo 108, párrafo primero, del Código Fiscal de la Federación. La parte quejosa promovió 
incidente no especificado de sobreseimiento por prescripción de la acción penal, mismo que fue 
declarado infundado por el Juez de Distrito del conocimiento. Contra tal determinación interpuso 
juicio de amparo indirecto, mismo que fue resuelto en el sentido de negar el amparo. Inconforme, 
interpuso recurso de revisión en el que adujo que el artículo séptimo transitorio del Decreto por el 
que se reformaron, adicionaron y derogaron diversas disposiciones del Código Fiscal de la 
Federación, publicado el 12 de diciembre de 2011 en el Diario Oficial de la Federación, era 
inconstitucional. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que el 
artículo séptimo transitorio del Decreto por el que se reformaron, adicionaron y derogaron diversas 
disposiciones del Código Fiscal de la Federación, publicado el 12 de diciembre de 2011 en el Diario 
Oficial de la Federación, debe complementarse con lo previsto en el artículo 100 del Código Fiscal 
de la Federación, para que de una interpretación sistemática del referido sistema normativo a la luz 
del principio de seguridad jurídica se desprenda que si la autoridad fiscal pretende formular querella 
por el delito de defraudación fiscal, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, si bien no tiene un 
tiempo indefinido para formular el dictamen técnico contable, que es el documento idóneo que 
sirve de base para su formulación, debe emitirlo antes de que culmine el plazo de cinco años desde 
la comisión del delito; de lo contrario operará la prescripción prevista en el artículo 100 del Código 
Fiscal de la Federación. 
 
Justificación: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la 
contradicción de tesis 361/2013, desarrolló doctrina jurisprudencial con relación a la fecha que se 
debe considerar para iniciar el cómputo de la prescripción para delitos fiscales previos a la reforma 
de 2011. Así, se explicó que la Secretaría de Hacienda y Crédito Público cuenta con el Servicio de 
Administración Tributaria, como órgano técnico especializado para la verificación de los datos 
relacionados con delitos fiscales. Ahora bien, las facultades de esta institución son fungir como 
órgano de consulta en las materias fiscal y aduanera, además de que es el órgano encargado de las 
facultades de comprobación de la visita domiciliaria para determinar si existen o no infracciones 
contra el Fisco Federal que en el caso pudieran constituir delitos fiscales; en dicho criterio se 
concluyó que la Secretaría de Hacienda y Crédito Público tiene conocimiento del delito y del 
delincuente con la emisión del dictamen técnico contable elaborado por el Servicio de 
Administración Tributaria. Otro precedente relevante es el amparo en revisión 459/2017, en el que 
la Primera Sala determinó que el dictamen técnico contable es un elemento objetivo que sirve de 
base para formular la querella. Por tanto, en términos de lo que preveía el artículo 100 del Código 
Fiscal de la Federación, si antes de que se cumpla el plazo de cinco años desde la comisión del delito, 
la citada secretaría tiene conocimiento del delito y de su presunto autor, nacerá su derecho para 
instar el ejercicio de la acción penal. No obstante, si la autoridad fiscal tiene conocimiento del delito 
y de su autor fuera del referente temporal de cinco años desde la comisión del delito, habrá operado 
la segunda hipótesis de prescripción prevista en el artículo 100. Esta aclaración demuestra que la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público no tiene un tiempo indefinido para presentar su dictamen 
técnico contable con miras a iniciar el cómputo de la prescripción. Si la autoridad fiscal pretende 
formular querella, el dictamen técnico contable deberá emitirse antes de que culmine el plazo de 
cinco años desde la comisión del delito; pues de lo contrario, operará la prescripción prevista en el 
mencionado artículo 100. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 1125/2019. José Luis Díaz Flores. 27 de octubre de 2021. Cinco votos de las 
Ministras Norma Lucía Piña Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, y de los Ministros Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: 
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Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Jaqueline Sáenz Andujo. 
 
Tesis de jurisprudencia 187/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada de veintinueve de noviembre de dos mil veintitrés.  
 
Nota: La parte conducente de la sentencia relativa a la contradicción de tesis 361/2013 citada, 
aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 29 de agosto de 2014 a las 
8:13 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 9, Tomo I, 
agosto de 2014, página 212, con número de registro digital: 25180. 
 
Registro digital: 2027820 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Undécima Época 
Materias(s): Administrativa 
Tesis: II.2o.A.22 A (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Aislada 
 
PRESCRIPCIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 146 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. EL PLAZO 
PARA QUE OPERE CUANDO SE INTERPONE EL RECURSO DE REVOCACIÓN CONTRA LA 
DETERMINACIÓN DE UN CRÉDITO FISCAL AL QUE RECAE UNA CONFIRMATIVA FICTA, COMIENZA 
A PARTIR DEL DÍA SIGUIENTE AL EN QUE ÉSTA SE CONFIGURA Y ES CUANDO SE HACE EXIGIBLE EL 
ACTO IMPUGNADO (EXCEPCIÓN A LA REGLA ESTABLECIDA EN LA TESIS DE JURISPRUDENCIA 2a./J. 
15/2000). 
 
Hechos: Una persona moral promovió juicio de amparo directo en el que, buscando un mayor 
beneficio, impugnó la sentencia del Tribunal Federal de Justicia Administrativa (TFJA), mediante la 
cual declaró la nulidad lisa y llana del crédito fiscal determinado por la Secretaría de Finanzas del 
Gobierno del Estado de México, pues consideró que debió declararse la prescripción de la exigencia 
de dicha autoridad para hacer efectivo su pago, prevista en el artículo 146 del Código Fiscal de la 
Federación. Por su parte, la autoridad responsable estimó que el plazo para la prescripción se 
suspendió por la interposición del recurso de revocación contra dicho crédito, el cual no se resolvió 
en el plazo establecido en el artículo 131 del código señalado. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que si se actualiza la figura de la 
confirmativa ficta en el recurso de revocación interpuesto contra la determinación de un crédito 
fiscal, el plazo para que opere la prescripción comienza a partir del día siguiente al en que aquélla 
se configura, que es cuando se confirma la legalidad y validez del acto impugnado y se hace exigible. 
 
Justificación: Lo anterior, porque la figura jurídica de la confirmativa ficta del recurso de revocación 
contenida en el artículo 131 del Código Fiscal de la Federación, se caracteriza por dos situaciones 
básicas: 1. Que el recurso de revocación no se resolvió en el plazo forzoso de tres meses posteriores 
a la fecha de su interposición; y, 2. Que no existe una notificación de la resolución del recurso al 
contribuyente; lo que revela la existencia de una excepción a la regla de que exista una resolución 
firme que se encuentre debidamente notificada, para que el crédito determinado sea legalmente 
exigible, como se sustentó en la tesis de jurisprudencia 2a./J. 15/2000, de rubro: "PRESCRIPCIÓN 
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 146 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. EL PLAZO PARA QUE SE 
INICIE ES LA FECHA EN QUE EL PAGO DE UN CRÉDITO DETERMINADO PUDO SER LEGALMENTE 
EXIGIBLE.", de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, porque dada la 
naturaleza de la confirmativa ficta, no es necesario que deba emitirse una resolución de forma 
expresa en el recurso de revocación, al contemplar también una ficta, ni que ésta sea debidamente 
notificada, porque es parte de los requisitos de la confirmativa ficta; luego, la intención del legislador 
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al establecer un tiempo forzoso para la resolución del recurso es hacerlo sencillo y rápido, a efecto 
de que pueda tenerse certeza a la brevedad de la nulidad o validez del acto recurrido, llegando al 
extremo de establecer que si no se emite resolución en el término de tres meses posteriores a la 
interposición del recurso, se determina fictamente qué tipo de resolución es la que se actualiza en 
esos casos y que el propio dispositivo legal precisa que así deberá entenderse y, por tanto, ya lo 
hace del conocimiento del contribuyente desde su regulación normativa, pues sería absurdo que se 
pretendiera la emisión de una resolución expresa y fuera debidamente notificada para considerar 
que ya era legalmente exigible, porque entonces ya no existiría la figura en cuestión. En ese 
contexto, es legalmente exigible el crédito determinado en cantidad líquida desde el día siguiente 
al en que se configuró dicha confirmación de legalidad y validez del crédito recurrido, mediante esa 
figura y, en consecuencia, a partir de ese momento comienza a correr el plazo de los cinco años para 
que opere la prescripción. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
 
Amparo directo 205/2023. 17 de agosto de 2023. Unanimidad de votos. Ponente: Benjamín Rubio 
Chávez. Secretaria: Mayra Sandoval Mendoza. 
 
Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 15/2000 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XI, febrero de 2000, página 159, con número de 
registro digital: 192358. 
 
Registro digital: 2027821 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Undécima Época 
Materias(s): Común 
Tesis: I.20o.A.16 A (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Aislada 
 
PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD. LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO NO EXIGE MAYORES REQUISITOS PARA CONCEDER LA SUSPENSIÓN DE LOS 
ACTOS RECLAMADOS, QUE LOS PREVISTOS EN LA LEY DE AMPARO. 
 
Hechos: En un juicio de amparo indirecto se reclamaron los oficios a través de los cuales se ordenó 
el aseguramiento de las cuentas bancarias de la quejosa, así como la ejecución de dichos oficios. En 
la sentencia respectiva el Juez de Distrito determinó que no se actualizaba la causal de 
improcedencia relativa al principio de definitividad, en virtud de que la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo exige mayores requisitos que la Ley de Amparo para conceder la 
suspensión del acto reclamado. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que si bien la Ley de Amparo no 
prevé de forma literal que se deban acreditar daños de difícil reparación para el otorgamiento de la 
suspensión, lo cierto es que dicha condición se encuentra inmersa en la ponderación simultánea 
entre la apariencia del buen derecho, el peligro en la demora, el orden público e interés social 
prevista en los artículos 128, 138 y 139 de la Ley de Amparo y en la jurisprudencia constitucional, 
por lo que es necesario agotar el juicio contencioso administrativo federal de manera previa a la 
promoción del juicio de amparo indirecto, salvo que se actualice una diversa excepción al principio 
de definitividad. 
 
Justificación: El artículo 28, fracción I, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo prevé como requisito expreso para conceder la suspensión del acto reclamado que 
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los daños o perjuicios que se causen al actor con la ejecución del acto impugnado sean de difícil 
reparación; sin embargo, dicho requisito no se establece en idénticos términos en la Ley de Amparo. 
Empero, dicha exigencia puede considerarse inmersa en los artículos 128, 138 y 139 de la Ley de 
Amparo, así como en los principios generales y jurisprudenciales de carácter histórico que han 
regido la figura de las medidas cautelares, que hacen referencia a la ponderación simultánea que 
los juzgadores deben considerar, en forma preliminar, en torno a la apariencia del buen derecho, el 
orden público y el peligro en la demora, para resolverlas de manera fundada y motivada en los casos 
concretos de su conocimiento. Por tanto, debe continuar rigiendo la tesis de jurisprudencia 2a./J. 
27/2016 (10a.), de título y subtítulo: "JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. ES 
NECESARIO AGOTARLO PREVIAMENTE A ACUDIR AL JUICIO DE AMPARO, PORQUE LOS ALCANCES 
QUE SE DAN A LA SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO CONFORME A LA LEY DE AMPARO, EN 
ESENCIA, SON IGUALES A LOS QUE SE OTORGAN CONFORME A LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO.", de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; 
máxime que las reformas legales que han sido aprobadas desde su integración no han modificado 
en forma relevante el marco jurídico constitucional y legal aplicable. 
 
VIGÉSIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 215/2023. Titular de la Administración Desconcentrada de Auditoría Fiscal del 
Distrito Federal "4" del Servicio de Administración Tributaria. 28 de agosto de 2023. Mayoría de 
votos. Disidente: Salvador Alvarado López. Ponente: Fernando Silva García. Secretaria: Úrsula Vianey 
Gómez Pérez. 
 
Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 27/2016 (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 18 de marzo de 2016 a las 10:40 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 28, Tomo II, marzo de 2016, página 1194, 
con número de registro digital: 2011289. 
 
El criterio contenido en esta tesis es objeto de la denuncia relativa a la contradicción de criterios 
253/2023, pendiente de resolverse por el Pleno Regional en Materia Administrativa de la Región 
Centro-Norte, con residencia en la Ciudad de México. 
 
Registro digital: 2027831 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Undécima Época 
Materias(s): Administrativa 
Tesis: II.3o.A.26 A (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Aislada 
 
RECURSO DE REVISIÓN FISCAL. EL PRESIDENTE DEL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO PUEDE 
DESECHARLO SI DERIVA DE UN JUICIO TRAMITADO EN LA VÍA SUMARIA, CON BASE EN LA TESIS 
DE JURISPRUDENCIA 2a./J. 152/2012 (10a.). 
 
Hechos: El Servicio de Administración Tributaria (SAT) interpuso recurso de reclamación contra el 
auto de presidencia del Tribunal Colegiado de Circuito mediante el cual se desechó por 
improcedente el recurso de revisión fiscal, en términos de la tesis de jurisprudencia 2a./J. 152/2012 
(10a.), de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al derivar de un juicio 
tramitado en la vía sumaria, conforme al artículo 58-2, fracción I, de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo, debido a la naturaleza y cuantía del asunto. 
 
Criterio jurídico: Este órgano jurisdiccional determina que la facultad del presidente del Tribunal 
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Colegiado de Circuito para desechar el recurso de revisión fiscal, se justifica si aplica la tesis de 
jurisprudencia 2a./J. 152/2012 (10a.), en la que se definieron los requisitos de la importancia y 
trascendencia para su procedencia, al ser un criterio con carácter vinculante conforme al artículo 
217 de la Ley de Amparo. 
 
Justificación: Lo anterior, porque el Magistrado presidente del Tribunal Colegiado de Circuito, 
conforme al artículo 28, fracción III, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, tiene 
facultad para dictar el trámite que proceda en los asuntos de su competencia; de ahí que si aplica la 
tesis de jurisprudencia referida, en la que la Suprema Corte de Justicia de la Nación definió el tema 
de la importancia y trascendencia en los juicios contencioso administrativos tramitados en la vía 
sumaria, no lo califica autónomamente, sino que simplemente acata, conforme al artículo 217 de la 
Ley de Amparo, el criterio en el cual se sostuvo que los asuntos tramitados en dicha vía por su 
cuantía y al ser temas recurrentes, comunes y de poca trascendencia no satisfacen las características 
de importancia y trascendencia que se requieren para su revisión por un Tribunal Colegiado de 
Circuito. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
 
Recurso de reclamación 10/2023. Secretario de Hacienda y Crédito Público y otros. 30 de marzo de 
2023. Unanimidad de votos. Ponente: David Cortés Martínez. Secretario: Jesús Ricardo Añorve 
Calzada. 
 
Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 152/2012 (10a.), de rubro: "REVISIÓN FISCAL. ES 
IMPROCEDENTE CONTRA SENTENCIAS DICTADAS EN FORMA UNITARIA POR LOS MAGISTRADOS 
INSTRUCTORES DE LAS SALAS REGIONALES DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y 
ADMINISTRATIVA, EN LOS JUICIOS CONTENCIOSOS ADMINISTRATIVOS FEDERALES TRAMITADOS EN 
LA VÍA SUMARIA." citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Décima Época, Libro XVI, Tomo 2, enero de 2013, página 1440, con número de registro digital: 
2002644. 
 
Registro digital: 2027829 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Undécima Época 
Materias(s): Constitucional, Administrativa 
Tesis: XXII.3o.A.C.5 A (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Aislada 
 
RECURSO DE REVOCACIÓN EN MATERIA FISCAL FEDERAL. LA PREVENCIÓN A LA CONTRIBUYENTE 
PARA QUE LO INTERPONGA A TRAVÉS DE SU PROPIO BUZÓN TRIBUTARIO Y NO DEL ASIGNADO A 
SU APODERADO, VIOLA EL DERECHO DE ACCESO A LA JURISDICCIÓN. 
 
Hechos: Una contribuyente interpuso recurso de revocación a través del buzón tributario de su 
apoderado. El Servicio de Administración Tributaria (SAT) consideró que su interposición fue 
oportuna, que su representante demostró su personería y que el escrito cumplía con los requisitos 
legales; sin embargo, la previno para que lo enviara de su propio buzón tributario, pues el uso 
personalísimo de ese medio de comunicación garantiza la exteriorización de su voluntad para 
inconformarse con el crédito fiscal fincado en su contra. La recurrente pretendió cumplir con la 
prevención nuevamente mediante el mismo buzón tributario y, en consecuencia, se desechó ese 
medio de impugnación. Inconforme promovió juicio de nulidad en el que se declaró la validez del 
desechamiento impugnado. 
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Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que la prevención para que la 
contribuyente interponga el recurso de revocación a través de su propio buzón tributario y no del 
asignado a su apoderado, constituye una traba innecesaria que viola el derecho de acceso a la 
jurisdicción. 
 
Justificación: Lo anterior, porque de la interpretación sistemática de los artículos 18, 19, 122 y 123 
del Código Fiscal de la Federación deriva la posibilidad de los contribuyentes de impugnar los 
créditos fiscales a su cargo en sede administrativa, por propio derecho o por conducto de su 
representante, interponiendo el recurso de revocación previsto en el artículo 116 del código citado, 
mediante el buzón tributario. Ahora bien, conforme a los artículos 2546 y 2560 del Código Civil 
Federal, la representación contenida en el mandato o poder implica que el mandatario o apoderado 
comparezca en nombre y por cuenta del mandante o poderdante ante la autoridad fiscal para 
interponer el recurso de revocación, sustituyéndose en la actividad procesal que en principio 
correspondía a aquél, entonces, es acorde con esos fines que el apoderado presente ese medio de 
impugnación a través de su propio buzón tributario y no del asignado a su poderdante, sobre todo 
porque los preceptos citados del código tributario y las reglas 1.6. y 2.18.1. de la Resolución 
Miscelánea Fiscal para 2020, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 28 de diciembre de 
2019, no establecen lo contrario; incluso, los artículos 19, párrafo último y 19-A del Código Fiscal de 
la Federación facultan al representante para presentar los documentos digitales con su firma 
electrónica avanzada, de carácter personalísimo; de tal forma que en el empleo del buzón tributario, 
también de carácter personalísimo, para la interposición del recurso debe imperar la misma norma, 
esto es, la posibilidad de que ese medio de impugnación se interponga por medio del buzón 
tributario asignado al apoderado. En consecuencia, el desechamiento del recurso porque la 
contribuyente no cumplió con la prevención de enviarlo desde su buzón tributario, sino del asignado 
a su apoderado, quien demostró su personería, lo presentó oportunamente y satisfizo los requisitos 
legales, viola el derecho de acceso a la jurisdicción previsto en el artículo 17 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, al imponer a aquélla una traba innecesaria para impugnar 
el crédito fiscal fincado en su contra y probar su ilegalidad. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DEL VIGÉSIMO SEGUNDO 
CIRCUITO. 
 
Amparo directo 671/2022. Noelia Martínez Pineda. 17 de agosto de 2023. Unanimidad de votos. 
Ponente: Enrique Villanueva Chávez. Secretaria: Marcela Camacho Mendieta. 

Compilación realizada por Mtra. Brenda Mariscal. 

 

Coordinador Mtro. Mario Camposllera García. 

 

Imagen: IS. Héctor Rayas. 


